El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONTRATO DE CORRETAJE / DEFINICIÓN LEGAL / OBLIGACIONES DE CADA UNA DE LAS PARTES / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE / DEMOSTRAR FEHACIENTEMENTE EL ACUERDO DE VOLUNTADES.
Dice el artículo 1340 del CCo: “Se llama corredor a la persona que, por su especial conocimiento de los mercados, se ocupa como agente intermediario en la tarea de poner en relación a dos o más personas, con el fin de que celebren un negocio comercial, sin estar vinculado a las partes por relaciones de colaboración, dependencia, mandato o representación”.

En relación con ese precepto, dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia SC11815-2016 del 6 de septiembre de 2016, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco:

“Destacan en esa definición las principales obligaciones de cada una de las partes, constatándose su bilateralidad, de modo que, dependiendo de quien emitió la oferta, su aceptación tácita a la misma queda demostrada con hechos indubitables que pongan comienzo a la ejecución de las prestaciones a su  cargo”. (…)
En relación con la forma de probar esa clase de convenio, dijo la misma Corporación en la providencia aludida:

“… en los negocios jurídicos de intermediación, salvo las excepciones legales, destaca sin lugar a dudas la consensualidad, elemento que asegura, dicho sea al paso, la rapidez y la agilidad requerida en el asunto; característica que sube de punto si se repara que la misma ley ha querido hacerlo notar algunas veces de modo expreso, verbigratia en el mandato, donde atribuye a la mera aquiescencia importancia sobresaliente para el efecto (arts. 2149 y 2150 del código civil).

“Empero, bien claro ha de quedar que ese tratamiento dúctil de la ley no traduce, en modo alguno, que el contrato se dé por establecido donde no está probado. El acuerdo de voluntades, así sea el tácito, debe tener comprobación contundente. Vale decir, la mayor o menor consensualidad de un negocio jurídico no significa permisividad probatoria”. (…)
Del análisis en conjunto de las pruebas recaudadas surge de manera evidente que la demandante se reunió con los señores William Montoya Gallego y Luis Fernando Jaramillo Botero, inicialmente de manera individual con cada uno, y luego con ambos, más o menos entre finales de 2011 y mediados de 2012, en tres o cuatro ocasiones, por espacio de cuatro o cinco meses, porque el primero intentaba adquirir inmuebles en el sector de Cerritos y el segundo, junto con sus hermanos era propietario de algunos en ese sector, pero a fin de cuentas, ningún contrato con esa finalidad se perfeccionó.
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HECHOS: Los señores Luis Fernando, Andrés, Felipe Alejando y Jorge Jaramillo Botero eran los propietarios de los lotes de terreno con matrículas inmobiliarias Nos. 290-153916 y 290-153917, ubicados en la finca Malabar, sector Cerritos de Pereira; la demandante es vendedora de propiedad raíz, con amplia experiencia, especialmente en ese sector, motivo por el cual el señor Willliam Montoya Gallego la buscó para que les ubicara una tierra en ese lugar, con el fin de desarrollar un proyecto inmobiliario de gran envergadura; se contactó entonces con Luis Fernando Jaramillo Botero en febrero de 2012 para informarle de la existencia de ese cliente, interesado en comprar un lote en la finca Malabar; se reunieron para acordar los términos de la negociación y se aclara que el citado señor obraba en nombre propio y en representación de sus hermanos como copropietarios de los lotes.
Después de varias y extensas negociaciones que tardaron meses, en las que Luis Fernando concertaba con  su  familia la autorización para la venta y  la  comisión  por  la  intermediación,  se acordó que fuera la demandante intermediaria en la venta de los lotes referidos y el pago de una comisión sobre el 3% de la venta.

Logró reunir a Luis Fernando Jaramillo y William Montoya para que se conocieran y concretaran la negociación; el primero se presentó con toda la documentación de los lotes y luego se trasladaron a la oficina del segundo, a mediados de 2012; en ese sitio los presentó ante sus dos socios en la sociedad denominada IARCO, señores Juan Carlos Antonio de León Naranjo y Álvaro Cristian Marulanda Montes, quienes se interesaron en la tierra y pidieron una nueva reunión para estudiar su viabilidad.

Se concretó esa reunión a la que asistieron esas mismas personas y dos arquitectos que exhibieron el proyecto a desarrollar; un mes después se reunieron en el restaurante el Mesón Español, al que asistió Luis Fernando en compañía de algunos copropietarios; los socios de IARCO y la demandante.
Después de muchas reuniones y amplias discusiones que se demoraron algunos meses, dada la gran envergadura del negocio, se presentó el proyecto final que denominaron Constructora Malabar Reservado, en el que se desengloban los lotes y dan origen a 44,  gracias a la demandante. El negocio consistió en conformar entre Luis Fernando y sus hermanos Andrés, Felipe y Jorge Jaramillo Botero y los señores William Montoya, Álvaro Marulanda y Juan Carlos de León, una sociedad que denominaron Constructora Malabar Reservado SAS y enajenar a favor de esta, los lotes tantas veces mencionados.

La sociedad se creó con el objeto de desarrollar el proyecto inmobiliario denominado “Malabar Reservado Condominio Residencial Campestre”, representada legalmente por William Montoya Gallego, el que se constituyó en propiedad horizontal por escritura pública No. 1324 del 15 de junio de 2015.
Luis Fernando Jaramillo y su familia transfirieron los inmuebles a la sociedad Constructora Malabar Reservado gracias a la intermediación de la demandante y actualmente se desarrolla el proyecto inmobiliario.

Esa enajenación se hizo por escritura pública No. 2144 del 15 de octubre de 2014, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, por $5.854.127.000 y según lo acordado, corresponden a la demandante $175.623.810, con motivo del contrato de corretaje que celebraron y que debe ser pagada por todos los demandados.

PRETENSIONES: se declare la existencia del contrato de corretaje entre las partes; se condene a los demandados a pagarle la suma de $175.623.810, debidamente indexada y las costas del proceso.

RESPUESTA A LA DEMANDA: Lo hicieron todos los demandados por medio de apoderado común. Negaron la existencia del contrato de corretaje y se opusieron a las pretensiones.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 4 de julio de 2018. En ella se accedió a las súplicas de la demanda, excepto respecto de la sociedad demandada, que resultó absuelta. Las consideraciones se transcriben en documento anexo.

APELACIÓN: Inconforme con el fallo, lo impugnó el apoderado de los demandados.

REPAROS: Están por escrito, folios 299 a 302. Se entrega copia

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de los demandados, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto  Civil del Circuito de Pereira, el 4 de julio de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual que instauró la señora Ruth Zuloaga Giraldo contra la sociedad Constructora Malabar Reservado SAS y los señores Luis Fernando, Andrés, Felipe Alejandro y Jorge Jaramillo Botero, William Montoya Gallego, Álvaro Marulanda Montes y Juan Carlos León Naranjo.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación. 

2. Las partes están legitimadas en la causa, pues se reclama la declaratoria de un contrato que se dice en la demanda, ellas celebraron.
3. Se recuerda que las pretensiones principales se dirigen a obtener se declare la existencia de un contrato de corretaje entre las partes y se condene a los demandados  a pagar a la actora, la suma de $175.623.810 correspondiente a su remuneración y que equivale el 3% de la venta perfeccionada.

Además, que el juzgado accedió a esas pretensiones, aunque absolvió a la sociedad también accionada.
4. De acuerdo con el inciso 1º del artículo 328 del CGP, la actividad de la Sala queda circunscrita a analizar los reparos formulados frente a la sentencia, y que guardan relación con la inexistencia del contrato de corretaje; con la forma como se impuso la condena al pago de la comisión a los demandados, que desconoce el principio de la congruencia y en razón que varios de ellos no fueron interrogados porque no participaron en el negocio, ni otorgaron representación.
5. Se analizarán en primer lugar los reparos relacionados con la existencia del contrato de corretaje, pues solo dilucidada esa cuestión, procedería el análisis de los demás que se formularon frente al fallo que se revisa.

6. Consideran los demandados que se equivocó el juzgado al encontrar demostrada la existencia de ese convenio, pues desechó la posición por ellos asumida, en el sentido de que el corredor adquiere el derecho a la remuneración cuando los terceros concluyen el contrato y entre este y el acercamiento del corredor, existe una relación de causa a efecto, lo que en este caso no se produjo.
7. Dice el artículo 1340 del CCo: “Se llama corredor a la persona que, por su especial conocimiento de los mercados, se ocupa como agente intermediario en la tarea de poner en relación a dos o más personas, con el fin de que celebren un negocio comercial, sin estar vinculado a las partes por relaciones de colaboración, dependencia, mandato o representación”.
En relación con ese precepto, dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia SC11815-2016 del 6 de septiembre de 2016, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco:

“Destacan en esa definición las principales obligaciones de cada una de las partes, constatándose su bilateralidad, de modo que, dependiendo de quien emitió la oferta, su aceptación tácita a la misma queda demostrada con hechos indubitables que pongan comienzo a la ejecución de las prestaciones a su  cargo.

El corredor tiene, pues, una primera obligación consistente en desplegar sus esfuerzos para conseguir interesar a una tercera persona en el negocio que el proponente desea concluir, con la finalidad de relacionarlos, de ponerlos en contacto…”
Para éste, solicitante de los servicios de mediación, esto es, el encargante o interesado, se genera la obligación de pagar la comisión en tanto ese contacto realizado por el mediador resulte en la efectiva celebración del contrato respectivo…” 

En relación con la forma de probar esa clase de convenio, dijo la misma Corporación en la providencia aludida:

“… en los negocios jurídicos de intermediación, salvo las excepciones legales, destaca sin lugar a dudas la consensualidad, elemento que asegura, dicho sea al paso, la rapidez y la agilidad requerida en el asunto; característica que sube de punto si se repara que la misma ley ha querido hacerlo notar algunas veces de modo expreso, verbigratia en el mandato, donde atribuye a la mera aquiescencia importancia sobresaliente para el efecto (arts. 2149 y 2150 del código civil).

Empero, bien claro ha de quedar que ese tratamiento dúctil de la ley no traduce, en modo alguno, que el contrato se dé por establecido donde no está probado. El acuerdo de voluntades, así sea el tácito, debe tener comprobación contundente. Vale decir, la mayor o menor consensualidad de un negocio jurídico no significa permisividad probatoria. No. Todo consenso debe estar plena y cabalmente acreditada” (Este aparte es una transcripción de la sentencia SC del 3 de mayo de 2005)…

En sentencia de reciente data la Corte reiteró su doctrina conteste y uniforme indicando que

“En el corretaje, la labor del intermediario se agota con el simple hecho material de acercar a los interesados en la negociación, sin ningún requisito adicional. Y el corredor adquiere el derecho a la remuneración cuando los terceros concluyen el contrato y entre éste y el acercamiento propiciado por el corredor, existe una relación necesaria de causa a efecto (SC17005-2014, rad. n°. 11001-31-03-034-2004-00193-01del 12 de diciembre de 2014)…”.
8. De acuerdo con los hechos sobre los que se edificaron las pretensiones, la demandante celebró el contrato cuya declaratoria solicita así: a) con William Montoya Gallego, quien la contactó para que le consiguiera un inmueble en el sector de Cerritos de esta ciudad, con el fin de desarrollar un proyecto inmobiliario; b) con Luis Fernando Jaramillo Botero y sus hermanos, porque aquel en su propio nombre y como representante de estos, la contrató para vender dos lotes de su propiedad, en ese lugar, labor por la cual le cancelaría el 3% de la venta. En ese relato fáctico no se indicó la forma como se realizó el convenio con los señores Álvaro Marulanda Montes y Juan Carlos León Naranjo.

9. Obran en el proceso las siguientes pruebas documentales:

9.1  Copia del “Acuerdo de Accionistas”, sin fecha, que celebraron los demandados como personas naturales, en el que para lo que al caso interesa, se indica que por documento privado, suscrito por ellos el 21 de julio de 2014, se constituyó la sociedad Constructora Malabar Reservado SAS, a la que los señores Jaramillo Botero se comprometen a transferir los inmuebles con matrículas inmobiliarias Nos. 290-153916 y 290-153917 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira ya citados, con el fin de urbanizarlos. (F 63 a 71, C 1).

9.2 Copia de la escritura pública No. 2.144 del 15 de octubre de 2014, otorgada en la Notaría  Segunda de Pereira, por medio de la cual los demandados Jaramillo Botero transfieren, a título de venta, a la sociedad Malabar Reservado SAS, los referidos lotes (F 10 a 14, C 1).

9.3 Copia de la resolución No. 000168 del 29 de mayo de 2015, por medio de la cual la curaduría Urbana Primera de Pereira aprobó los planos de un reglamento de propiedad horizontal del condominio Campestre Malabar Reservado. (F 61 y 62, C 1).

9.4 Copia de la escritura pública No. 1.324 del 15 de junio de 2015, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, por medio de la cual la sociedad Constructora Malabar Reservado SAS constituyó el reglamento de propiedad horizontal para los inmuebles que se acaban de mencionar. (F 15 a 60, C 1).

9.5 Certificado de existencia y representación de la sociedad Constructora Malabar Reservado SAS, inscrita en la Cámara de Comercio el 6 de agosto de 2014 (F 72 y 73, C 1).

9.6 Certificados de tradición de los inmuebles tantas veces referidos (F 74 a 79, C 1).

9.7 Copias de los planos y de fotografías de los lotes construidos; de facturas sobre impuesto predial; de un escrito por medio del cual se promocionan y de otro por el que se hace lo mismo respecto del proyecto Lagos de Malabar (F 80 a 91, C 1).

9.8 Copias de un documento expedido por Confecámaras, titulado “Costumbres mercantiles certificadas por las Cámaras de Comercio de Colombia” (F 99 a 110, C 1).

A tales documentos se concede valor demostrativo, en razón a que no han sido desconocidos por las partes, sin embargo, de ellos, individualmente considerados, no se infiere la existencia del contrato cuya declaratoria se reclama en la demanda. 

10. Se escuchó en interrogatorio a la demandante y a los codemandados Luis Fernando Jaramillo Botero y William Montoya Gallego. Se dejó de interrogar a los demás, sin un verdadero fundamento jurídico, pues a juicio del juzgado no resultaba necesario, porque, previa información que se le solicitó al primero de tales señores, no tuvieron conocimiento de la parte inicial de la negociación. 

De esa manera dejó la funcionaria de primer grado de atender la obligación que le impone el numeral 7º del artículo 372 del CGP, sin que disposición alguna la libere de hacerlo por motivo como aquel al que acudió. 
10.1 Luis Fernando Jaramillo Botero dijo que sin precisar fechas, pero según cree, en 2010 o a principios de 2011, la demandante lo contactó telefónicamente y le indicó que tenía unos posibles clientes para la venta de uno de los lotes de los que con su familia era propietario; luego se encontraron en el Hostal Hacienda Malabar, en la que se reiteró; posteriormente tuvieron dos reuniones adicionales en las que participó William Montoya, a quien le advirtió que no estaba interesado en vender, aunque escuchaba ofertas, por si alguna le llegaba a atraer. Así supo que el último no deseaba comprar, sino obtener que se le entregara el lote para desarrollarlo y luego se lo pagaba, sin que le hubiese gustado ese esquema y por eso no entregó el lote a la actora para que lo comercializara, como lo había hecho con otros en el mismo lugar. Explicó que después de dos años y algo más, se propusieron crear una sociedad en la que en conjunto desarrollaban la construcción y que fue en la primera reunión que le manifestó a Ruth que si se producía la venta, le reconocía el 3% como comisión, que era lo que venían manejando con la de otros lotes. 

10.2 William Montoya Gallego dijo que conoció a Luis Fernando Jaramillo porque se lo presentó la demandante, con motivo del ofrecimiento para comprar un lote ubicado en el sector de Malabar, efecto para el cual se reunieron en unas tres oportunidades, en un periodo de seis meses; conoció el inmueble por intermedio de la  misma señora, lo vieron desde afuera y luego desde la parte alta de un hotel en el que se reunió con Fernando; en los encuentros que tuvieron, le manifestó su deseo de comprarlo, pero aquel le dijo que no estaba interesado en venderlo, sino en desarrollarlo; como no tenían recursos, le propusieron que se los fiara o algo así, pero el mismo señor le expresó que ni él ni sus hermanos tenían interés en la venta y no le manifestó su deseo de asociarse porque no conocían a los propietarios, ni estos a la sociedad Iarco, de la que es gerente. 
Adujo que después de ese intento dejó de comunicarse con Luis Fernando  durante un año o quizás más, cuando hablaron del tema de desarrollar el lote conjuntamente, aquel hizo algunas averiguaciones sobre la empresa constructora que representa, le dieron confianza y ellos también supieron de la tradición de su familia como propietarios de esos terrenos por varias generaciones y fueron encontrando una posible alianza para dar como resultado una asociación, mediante conversaciones que también duraron aproximadamente un año, pues los dueños de la tierra no querían hacerlo, pero encontraron la forma de conciliar todos los temas que ello implicaba y fue en 2014 cuando se constituyó la sociedad, mediante documento que elaboró el abogado Alonso Valencia. 
Como se infiere del resumen de sus aseveraciones, no se obtuvo de esos demandados la confesión sobre la existencia del contrato de corretaje a que se refieren los hechos de la demanda. De sus declaraciones surge que aceptan la celebración de uno respecto del cual no se formalizó convenio alguno y aunque reconocen que se perfeccionó aquel que considera la actora justifica sus pretensiones, adujeron que se produjo un año o dos después de fracasado el primero. Sobre la intervención de la demandante en esa última oportunidad, ninguno de ellos la mencionó; al respecto no se les formuló pregunta alguna.
10.3 La citada señora insistió en haber actuado como intermediaria en el negocio que celebraron los demandados, al que se refieren los hechos de la demanda, pero sus aseveraciones no demuestran la existencia del contrato de corretaje, pues nadie puede edificar su propia prueba. Sus expresiones en tal sentido, carecen de prueba alguna que las respalde.
11. Se escucharon los testimonios de las siguientes personas:

11.1 María Olga Márquez de Navia (01:20:17 – 01:28:33) dijo que la señora Ruth contactó a William Montoya, representante de la sociedad Iarco, con el señor Luis Fernando Jaramillo, propietario de una tierra en Malabar; no tuvo ninguna relación con el negocio que celebraron las partes, aunque entiende que ella lo manejó, se reunió con ellos y mostró el lote, pero nada más; por medio de sus vecinos se enteró que estaban promocionando el terreno, ofreciendo los lotes con casa o sin casa,  como a mediados del 2011; no recuerda cuándo empezó el movimiento de tierras y lo único que sabe es que el conjunto está completamente terminado.

En ese testimonio no puede hallarse la existencia de un contrato de corretaje, pues a él no se refirió la testigo, quien dijo que desconocía los términos de alguna negociación.

11.2 Alonso Valencia Salazar (01:30:30– 01:42:22) afirmó que con los señores Álvaro Marulanda, William Montoya y Juan Carlos de León, ha tenido una relación profesional de asesoría en sus negocios y que a la demandante no la conoce. Adujo que desde finales del 2011 los señores Marulanda Montoya y de León lo consultaron a raíz de su especialidad en derecho urbano, respecto de un lote ubicado en el sector de Malabar sobre el que ellos querían hacer un anteproyecto, un desarrollo urbanístico; lo invitaron a visitar al señor “Juan Carlos Jaramillo”  en la ciudad de Cali y se reunieron con él en dos oportunidades, planteándole tanto de manera presencial como por correo y seguramente en otras entrevistas la negociación de ese lote; elaboró varios  documentos, sin que alguno fuere de su agrado y no lograron ponerse de acuerdo; la negociación se enfrió, tal vez a principios del año 2012; no hubo más comunicación o por lo menos a él no se la hicieron saber; con posterioridad, a comienzos del año 2014, en una reunión a la que lo convocaron, le pidieron elaborar los estatutos de una sociedad anónima simplificada, de que harían parte los señores Marulanda, de León, Montoya y los Jaramillo, que tenía por objeto la actividad de urbanismo y construcción, a la que posteriormente le fue aportado el lote que ha mencionado, pero dentro de los documentos que se elaboraron había una cesión de las acciones a favor de los señores Jaramillo, quienes querían participar en el negocio de construcción, no solamente aportar el lote  y fue ese el motivo por el cual se constituyó la sociedad a mediados de 2014, según lo recuerda, o por lo menos, fue por esa época cuando elaboró los estatutos y empezó a participar del negocio que celebraban los demandados para constituirla, desde comienzos del mismo año.
Explicó que ha sido abogado de Iarco desde hace muchísimos años; los primeros documentos los elaboró en el año 2012 y de ese negocio no se volvió hablar hasta el año 2014; los señores Jaramillo, por medio de Luis Fernando, manifestaban su interés de involucrarse y más adelante dijo haber dejado claro que los mismos señores manifestaron su intención de participar en el desarrollo del lote y por eso terminó formándose la sociedad, porque las primeras propuestas que se hicieron en el 2012, nunca fueron aceptados.

En ese testimonio tampoco puede encontrarse la prueba del contrato a que alude la demanda, pues el deponente ni siquiera conoce a la actora y nada dijo que permitiera declarar su existencia, pues aunque adujo que desde el año 2012 los señores Jaramillo Botero querían participar en el desarrollo urbanístico del lote, ese deseo no se materializó y solo vino a producirse en 2014, sin que para ese fin y por esa época se haya referido a aquella señora como la persona que ejecutó la labor de intermediaria para lograrlo.

12. Del análisis en conjunto de las pruebas recaudadas surge de manera evidente que la demandante se reunió con los señores William Montoya Gallego y Luis Fernando Jaramillo Botero, inicialmente de manera individual con cada uno, y luego con ambos, más o menos entre finales de 2011 y mediados de 2012, en tres o cuatro ocasiones, por espacio de cuatro o cinco meses, porque el primero intentaba adquirir inmuebles en el sector de Cerritos y el segundo, junto con sus hermanos era propietario de algunos en ese sector, pero a fin de cuentas, ningún contrato con esa finalidad se perfeccionó.

También, que fue aproximadamente dos años después, cuando decidieron los recurrentes formar la sociedad Constructora Malabar Reservado S.A. para desarrollar un proyecto urbanístico, pero no se evidencia de manera alguna que haya sido por la intermediación de la demandante, quien dejó de probar que haya servido como corredora para que aquellos se asociaran y para que los hermanos Jaramillo Botero aportaran a esa sociedad los inmuebles tantas veces mencionados en esta providencia.

El tiempo transcurrido entre la primera aproximación que resultó fallida y aquel convenio que en realidad celebraron los demandados, permite además inferir un indicio sobre la inexistencia de un nexo de causalidad entre la gestión adelantada por la demandante en aquella oportunidad y la celebración del contrato cuya declaratoria reclama, en razón a la agilidad que caracteriza el tráfico comercial.

Ausente de prueba están entonces los supuestos fácticos relatados en el hecho décimo primero de la demanda, relacionados con un contrato de corretaje celebrado entre los demandados y la actora para que los primeros constituyeran una sociedad, a la que los hermanos Jaramillo Botero aportarían los inmuebles que se han mencionado a lo largo de esta providencia, máxime cuando tampoco se probó  que los señores Felipe Alejandro, Andrés y Jorge Jaramillo Botero hubiesen actuado representados por el señor Luis Fernando Jaramillo Botero, como se relató en los hechos de la demanda, escrito en el que dejó de expresarse la forma como se celebró ese contrato con los señores Álvaro Marulanda Montes y Juan Carlos de León Naranjo. 

13. De acuerdo con el anterior análisis probatorio, puede concluirse entonces que la demandante dejó de cumplir la carga que le impone el artículo 167 del CGP, y demostrar los hechos en que fundamentó sus pretensiones y ante la ausencia de prueba del contrato de corretaje, las pretensiones de la demanda estaban llamadas a fracasar.
Por tanto, se revocará el fallo que se revisa, excepto el ordinal tercero que absolvió a la sociedad demandada y el inciso segundo del ordinal quinto que condenó en costas a la actora, a favor de esa sociedad. En consecuencia, se negarán las súplicas de la demanda y se condenará a la demandante a pagar en costas del proceso en ambas instancias; en esta, solo a favor de los demandados que impugnaron el fallo, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede con sujeción al artículo 366 del CGP, previa fijación, por auto posterior, de las agencias en derecho que correspondan.
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto  Civil del Circuito de Pereira, el 4 de julio de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual que instauró la señora Ruth Zuloaga Giraldo contra la sociedad Constructora Malabar Reservado SAS y los señores Luis Fernando, Andrés, Felipe Alejandro y Jorge Jaramillo Botero, William Montoya Gallego, Álvaro Marulanda Montes y Juan Carlos León Naranjo, excepto el ordinal tercero  y el inciso segundo del ordinal quinto, que SE CONFIRMAN.

SEGUNDO: Se niegan las súplicas de la demanda.

TERCERO: Costas en ambas instancias a cargo de la demandante; en esta, solo a favor de los demandados impugnantes, las que serán liquidadas por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JYMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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